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El presente Informe Jurídico trata sobre un procedimiento administrativo 

sancionador en materia de protección al consumidor, siendo las partes la señora 

A.Y.T.T como la denunciante y el Spa como la empresa denunciada.  

La denunciante señaló, en la denuncia, que:  

Contrató un servicio de tratamiento capilar con el spa denunciado, sin 

embargo, gracias a los productos que usaron, en su cabello, lo maltrataron 

y le generaron un perjuicio a la salud materializados en quemaduras y 

heridas.  

En primera instancia:  

la Comisión de Protección al Consumidor resolvió declarando fundada la 

denuncia, decisión que fue apelada por la denunciada. En segunda 

instancia, la Sala de Protección al Consumidor del Tribunal del Indecopi 

resolvió confirmando lo resuelto por la primera instancia.  

Los problemas encontrados en mi informe, son los siguientes:  

1) ¿Por qué los hechos materia de denuncia, se imputaron por infracción 

al deber de idoneidad y al deber de seguridad y salud?; y, 2) ¿Cuáles son 

los efectos de la debida notificación en el procedimiento administrativo 

sancionador? 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



Reporte de similitud

NOMBRE  DEL TRABAJO

RODRIGUEZ SANDOVAL.docx

RECUENTO DE PALABRAS

5217 Words
RECUENTO  DE CARACTERES 

27815 Characters

RECUENTO  DE PÁGINAS 

21 Pages
TAMAÑO DEL ARCHIVO

84.0KB

FECHA DE ENTREGA

Sep 11, 2023 12:13 PM GMT-5
FECHA DEL INFORME

Sep 11, 2023 12:14 PM GMT-5

16% de similitud general
El total combinado de todas las coincidencias, incluidas las fuentes superpuestas, para cada base de datos.

15% Base de datos de Internet 3% Base de datos de publicaciones

Base de datos de Crossref Base de datos de contenido publicado de Crossref

12% Base de datos de trabajos entregados

Excluir  del Reporte de Similitud 

Material bibliográfico Material citado

Material citado Coincidencia baja (menos de 10 palabras)

Resumen

GRP/
REB



3 
 

 

 

 

 

 

 

ÍNDICE 

 

I. RELACIÓN DE HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS 

PARTES INTERVINIENTES EN EL PROCEDIMIENTO ............. 4  

 

 

II. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES 

PROBLEMAS JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE………………….10 

 

 

III. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LOS PROBLEMAS 

JURÍDICOS IDENTIFICADOS ……………………………………..15 

 

IV. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES 

EMITIDAS …………………………………………………………….18 

 

V. CONCLUSIONES ........................................................................ 19 

 

VI. BIBLIOGRAFÍA ........................................................................... 21 

 

VII. ANEXOS.......................................................................................22 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



4 
 

 

 

 

I. RELACIÓN DE HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS 

PARTES INTERVINIENTES EN EL PROCEDIMIENTO 

 

1. Denuncia 

 

El 5 de febrero de 2019, la señora A.Y.T.T denunció al proveedor Spa, por 

presunta infracción al Código de Protección y Defensa del Consumidor, 

señalando lo siguiente: 

 

1.1 Fundamentos de hecho   

 

 El 8 de diciembre de 2018, el personal de la denunciada le 

aplicó el servicio de tratamiento capilar de laceado olaplex, 

alegando que resultaba idóneo para su cabello. 

 

 Comunicó a la dependiente del proveedor que percibía ardor 

en el curso del tratamiento, siendo que esta le informó que la 

sensación descrita obedecía a la naturaleza del procedimiento 

y era “normal”. 

 

 Al llegar a su domicilio, advirtió que la percepción de escozor 

persistía y observó la aparición de protuberancias en su cuero 

cabelludo, por lo que retornó al local del Spa el 9 de diciembre 

de 2018, a fin de manifestar su disconformidad con el 

tratamiento efectuado (máxime cuando, aunado a ello, su 

cabello se encontraba seco y presentaba puntas abiertas). 

 

 En atención a lo señalado, el Spa le brindó un tratamiento 

hidratante y un corte de cabello y sus dependientes le 

recomendaron aplicar a su cuero cabelludo un producto 

vendido en el establecimiento. 
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 En la medida que el uso del producto señalado agravó el daño 

descrito, el 12 de diciembre de 2018, buscó atención médica, 

siendo diagnosticada con dermatitis de contacto, debido a la 

aplicación indebida de productos químicos cosméticos. 

 

 En la misma oportunidad, volvió al establecimiento de la 

denunciada, en aras de requerir una solución acerca de lo 

acontecido; sin embargo, los trabajadores del Spa le instaron 

a regresar y no le entregaron el libro de reclamaciones en el 

momento en que lo solicitó. 

 

 De otro lado, el proveedor no remitió a su correo electrónico la 

boleta de venta por el producto adquirido, a pesar de haber 

referido que enviarían este documento por la vía señalada. 

 

 Si bien consiguió dejar constancia de su disconformidad con 

lo ocurrido a través de la Hoja de Reclamación 48, esta 

comunicación no fue atendida por parte del Spa. 

 

 Con arreglo a los eventos narrados, solicitó ordenar al Spa 

abonar a su favor los importes de S/ 350,00 (pagado por el 

servicio), S/ 200,00 (correspondiente al valor del producto 

“pack” adquirido) S/ 120,00 (equivalente a los gastos 

incurridos por consultas médicas) y S/ 400,74 (pertinentes al 

valor de los medicamentos recetados para reparar el daño en 

su cuero cabelludo). 

1.2 Medios probatorios 

 

 Constancia de atención y diagnostico de la clínica.  

 Boleta de medicamentos.  

 Hoja del Libro de reclamaciones. 

 Fotos de mi cuero cabelludo y cabello. 
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 Acta de inasistencia del proveedor a INDECOPI para 

audiencia de conciliación.  

 

2. Admisión a trámite  

 
Mediante Resolución N° 2 del 11 de marzo de 2019, la Secretaría Técnica de 

la Comisión de Protección al Consumidor Nº 2 resolvió lo siguiente:  

Por presuntas infracciones a los artículos 18, 19 y 25 del Código de 

Protección y Defensa del Consumidor, en tanto el personal del proveedor 

denunciado habría realizado a la denunciante un laceado Olaplex que 

habría afectado su salud en la medida que habría generado ardor, 

picazón, resequedad y bultos tipo escamas en el cuero cabelludo, así 

como que su cabello tenga puntas abiertas y se encuentra pajoso.  

Por presunta infracción al artículo 150 del Código de Protección y 

Defensa del Consumidor, concordado con el artículo 5 del Reglamento 

del Libro de Reclamaciones del Código de Protección y Defensa del 

Consumidor, en tanto se habría negado en un primer momento a 

brindarle a la denunciante el Libro de Reclamaciones.  

Por presunta infracción al artículo 24 del Código de Protección y Defensa 

del Consumidor, en tanto el proveedor denunciado no habría brindado 

respuesta al Reclamo N° 48 del 12 de diciembre de 2018, interpuesto por 

la denunciante en el Libro de Reclamaciones.  

Por presunta infracción a los artículos 18 y 19 del Código de Protección 

y Defensa del Consumidor, en tanto el proveedor denunciado no habría 

entregado a la denunciante una constancia de pago, pese a que le 

indicaron que se lo enviarían a su correo electrónico. 

3. Descargos 

 
El proveedor denunciado no presentó descargos, pese haber sido 

notificado válidamente. 
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4. Síntesis de la resolución de primera instancia 

 

Con arreglo a lo señalado, por Resolución 1537-2019/CC2 del 6 de setiembre de 

2019, la Comisión de Protección al Consumidor – Sede Lima Sur Nº 2 expidió el 

siguiente pronunciamiento:  

 

Declaró improcedente, por falta de interés para obrar, la denuncia 

interpuesta contra el Spa, por presunta infracción del artículo 24º del 

Código, en el extremo referido a que el proveedor denunciado no habría 

brindado respuesta al reclamo interpuesto mediante Hoja de Reclamación 

48 del 12 de diciembre de 2018  

Declaró fundada la denuncia interpuesta contra el Spa, por infracción del 

artículo 25º del Código, al haberse acreditado que el proveedor 

denunciado aplicó a la denunciante un laceado olaplex que afectó su 

salud, en la medida que le generó ardor, picazón, resequedad y bultos 

escamosos en el cuero cabelludo; sancionándolo con una multa de 4 UIT; 

Declaró fundada la denuncia interpuesta contra el Spa, por infracción de 

los artículos 18º y 19º del Código, en la medida que quedó acreditado que 

el proveedor denunciado aplicó a la denunciante un laceado olaplex que 

generó que su cabello presentara puntas abiertas y se encontrara pajoso; 

sancionándolo con una multa de 0,50 UIT; (iv) declaró fundada la 

denuncia interpuesta contra el Spa, por infracción de los artículos 18º y 

19º del Código, al haberse acreditado que el proveedor denunciado no 

entregó a la denunciante una constancia de pago, a pesar de que le 

indicaron que se la enviarían a su correo electrónico; sancionándolo con 

una multa de 1 UIT;  

Declaró infundada la denuncia interpuesta contra el Spa, por presunta 

infracción del artículo 152º del Código, al no haberse acreditado que el 

proveedor denunciado se negó, en un primer momento, a brindarle a la 

denunciante el libro de reclamaciones;  

Ordenó al Spa, en calidad de medida correctiva, que, en el plazo máximo 

de quince (15) días hábiles contado desde el día siguiente de notificada 

la resolución, previa acreditación por parte de la denunciante dentro del 
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plazo de cinco (5) días hábiles contado desde el día siguiente de la 

notificación de la resolución, cumpla con: a. Entregar a la denunciante la 

constancia de pago por adquisición del producto kit “Bed Head”; b. 

reembolsar a la denunciante el precio pagado por el servicio de alisado 

olaplex; c. reembolsar a la denunciante el precio abonado por el producto 

kit “Bed Head”; d. reembolsar a la denunciante los gastos incurridos en 

atención médica y medicamentos hasta la culminación del tratamiento del 

cuero cabelludo; y e. reembolsar a la denunciante los gastos incurridos en 

el tratamiento del cabello reseco y con puntas abiertas generado;  

Condenó al Spa al pago de las costas y costos del procedimiento; (viii) 

dispuso la inscripción del Spa en el Registro de Infracciones y Sanciones 

del Indecopi; y,  

Remitió copia de la resolución a la Superintendencia Nacional de Aduanas 

y de Administración Tributaria. 

 
5. Síntesis del escrito de apelación interpuesto por la empresa 

denunciada contra la resolución de primera instancia  

 
Atendiendo a lo resuelto, el 7 de octubre de 2019, el Spa apeló la 

Resolución 1537-2019/CC2 y solicitó declarar nulo todo lo actuado en el 

curso del procedimiento administrativo tramitado, en la medida que las 

notificaciones de las actuaciones efectuadas no obedecieron a lo 

dispuesto en la Directiva 001-2013/TRI-INDECOPI, Régimen de 

Notificación de los Actos Administrativos y Otras Comunicaciones 

Emitidas en los Procedimientos Administrativos a Cargo de los Órganos 

Resolutivos del Indecopi. Ello, toda vez que fueron dejadas bajo puerta en 

el ingreso del edificio en donde se ubicaba su domicilio, siendo que se 

debió notificar las mismas en su departamento, vulnerando así su derecho 

de defensa. 
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6. Síntesis de la resolución de segunda instancia   

 

Mediante Resolución N.º 0760-2020/SPC-INDECOPI de fecha 11 de junio del 

2020, la Sala de Protección y Defensa del Consumidor del Tribunal del Indecopi, 

resolvió lo siguiente:  

 

Se declara la nulidad parcial de la resolución que concedió el recurso de 

apelación interpuesto por el Spa contra la Resolución 1537-2019/CC2 en 

los extremos que: (i) declaró improcedente, por falta de interés para obrar, 

la denuncia interpuesta contra el Spa, por presunta infracción del artículo 

24º del Código de Protección y Defensa del Consumidor, en el extremo 

referido a que el proveedor denunciado no habría brindado respuesta a la 

Hoja de Reclamación 48 del 12 de diciembre de 2018; y, (ii) declaró 

infundada la denuncia interpuesta contra el Spa, por presunta infracción 

del artículo 152º del Código de Protección y Defensa del Consumidor, al 

no haberse acreditado que el proveedor denunciado se negó, en un primer 

momento, a brindarle a la denunciante el libro de reclamaciones.  

En consecuencia, se declara improcedente tal recurso en dichos 

extremos, al verificarse que la resolución impugnada no causó agravio o 

perjuicio alguno a la recurrente en tales puntos.  

De otro lado, se confirma la resolución venida en grado, en los extremos 

que declaró fundada la denuncia interpuesta por la señora A.Y.T.T contra 

el Spa: (i) Por infracción del artículo 25° del Código de Protección y 

Defensa del Consumidor, al haberse acreditado que el proveedor 

denunciado realizó a la denunciante un laceado olaplex que perjudicó su 

salud, dado que le generó ardor, picazón, resequedad y bultos en el cuero 

cabelludo; (ii) por infracción de los artículos 18º y 19º del Código de 

Protección y Defensa del Consumidor, al haberse acreditado que el 

proveedor denunciado realizó a la denunciante un laceado olaplex que 

generó que su cabello presentara puntas abiertas y se encontrara pajoso; 

y, (iii) por infracción de los artículos 18º y 19º del Código de Protección y 

Defensa del Consumidor, al haberse acreditado que el proveedor 

denunciado no entregó a la denunciante una constancia de pago por la 

adquisición del producto kit “Bed Head”, a pesar de haberle informado que 
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este documento le sería remitido vía correo electrónico. (iv) SANCIONES: 

4 UIT – por infracción del artículo 25° del Código de Protección y Defensa 

del Consumidor. 0,50 UIT – por la prestación de un servicio de tratamiento 

capilar inidóneo. 1 UIT – por la falta de envío del comprobante de pago. 

 

II. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES 

PROBLEMAS JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE 

 
 

1. ¿Por qué los hechos materia de denuncia, se imputaron por 

infracción al deber de idoneidad y al deber de seguridad y salud? 

 

En el procedimiento administrativo materia de análisis en el presente informe 

jurídico, la secretaria técnica de la comisión de protección al consumidor imputó 

los cargos de los hechos denunciados como posibles infracciones al deber de 

idoneidad y al deber de seguridad y salud.  

 

En ese sentido, en la presente problemática se analizará el deber de idoneidad 

y el deber general de seguridad, para luego de ello, advertir si correspondía 

imputar los hechos denunciados por presunta infracción al deber de idoneidad y 

seguridad o, solo correspondía imputarlo por uno de ellos.  

 

Respecto al deber de idoneidad, el artículo 18 del código del consumidor, lo 

define de la siguiente manera: 

Se entiende por idoneidad la correspondencia entre lo que un consumidor 
espera y lo que efectivamente recibe, en función a lo que se le hubiera 
ofrecido, la publicidad e información transmitida, las condiciones y 
circunstancias de la transacción, las características y naturaleza del 
producto o servicio, el precio, entre otros factores, atendiendo a las 
circunstancias del caso. (…) 

 
En ese marco, la idoneidad es la correspondencia entre lo que el consumidor 

espera y, lo que efectivamente recibe. Y, la expectativa que se genera en el 

consumidor, va a depender de la información que el proveedor le proporcione a 

este. De ahí que, el artículo 19 del código, menciona que, el responsable de la 
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idoneidad del consumidor, recae en el proveedor en vista que él es quien le 

brinda la información y, es quien le proporciona los bienes y servicios ofrecidos.  

 

A mayor ahondamiento, Bullard (2018) menciona lo siguiente: 

 
Los problemas de idoneidad y de información pueden ser considerados 
como las dos caras de la misma moneda. La idoneidad es la falta de 
coincidencia entre lo que el consumidor espera y lo que recibe. Pero, a su 
vez, lo que el consumidor espera depende del nivel de información que ha 
recibido. Sin embargo, para efectos operativos, tanto la ley como la 
jurisprudencia administrativa han hecho esfuerzos para ir forjando algunas 
diferencias. (Pág. 14) 

 

Así también, mediante Resolución Final N° 2547-2019/SPC, la Sala de 

Protección al consumidor del Tribunal del Indecopi, mencionó lo siguiente: 

En ese sentido, el sistema de protección al consumidor tiene por finalidad 
sancionar a aquellos proveedores que ponen a disposición de los usuarios 
productos o servicios defectuosos como también a aquellos que no 
cumplen sus expectativas de acuerdo a las condiciones ofrecidas, sin 
embargo, tal propósito surge en tanto exista y queda acreditada una falla 
o desperfecto y no puede servir como fundamento para sancionar a 
aquellas empresas que, por políticas para mejorar la calidad de los bienes 
que ofertan en el mercado, realizan llamados de carácter preventivos 
(recall), buscando brindar un producto o servicio idóneo a sus clientes. 

 
Al respecto, se puede decir que, la idoneidad es aquel derecho garantista del 

que goza todo consumidor, para que, los proveedores aseguren la mayor 

coincidencia entre lo que ofertan y lo que reciben los consumidores. 

 

Ello, guarda relación con lo estipulado en el Principio de primacía de la realidad, 

en donde, se garantiza la protección a los derechos del consumidor, de manera 

ex ante, es decir, a través del derecho a informar y, de manera ex post, en el que 

el producto o servicio brindado por el proveedor, el cual debe guardar relación 

con lo ofertado a un consumidor razonable. 

 

Ahora bien, respecto al derecho a la seguridad de los consumidores, el artículo 

25 del código menciona lo siguiente: 

Los productos o servicios ofertados en el mercado no deben conllevar, en 
condiciones de uso normal o previsible, riesgo injustificado o no advertido 
para la salud o seguridad de los consumidores o sus bienes. 

 



12 
 

De manera complementaria, el articulo 26 menciona lo siguiente: 

En caso de que, por la naturaleza o componentes del producto o del 
servicio que se comercialice, el riesgo sea previsible para el proveedor, 
este debe tomar las medidas necesarias para su adecuada conservación, 
manipulación y transporte, advirtiendo al consumidor de dicho riesgo, así 
como del modo correcto de la utilización del producto o la prestación del 
servicio, y las acciones a tomar en caso de producido un daño. Las 
acciones del proveedor no deben incrementar el riesgo previsible. 

 
En referido sentido, el derecho a la seguridad y salud de los consumidores indica 

que, ante la comercialización de bienes o servicios que impliquen de manera 

previsible, o no, un riesgo a la seguridad y a la salud de los consumidores, los 

proveedores tienen la obligación de informar a sus consumidores sobre ello y 

proporcionarles mecanismos de seguridad para que, en los casos en donde 

estén en peligro, los puedan amortiguar o salvar. 

 

A mayor ahondamiento, a través de la Resolución Final N° 2593-2019/SPC, la 

Sala de Protección al consumidor del Tribunal del Indecopi mencionó lo 

siguiente: 

Si el consumidor solicita el pago de los gastos médicos en que incurrió 
luego de haber sufrido un accidente en un establecimiento comercial, 
obliga al INDECOPI a analizar la presunta responsabilidad del proveedor 
respecto a dicho accidente. Así, en caso quede acreditada dicha 
responsabilidad, no solo le corresponderá brindar o facilitar asistencia 
médica al usuario, sino además asumir los costos del traslado a un centro 
médico, atención médica y gastos que se hubieran generado a fin de 
recuperar su salud. 

 
Para finalizar, a través de la Resolución Final N° 1269-2018/SPC, la Sala del 

Protección al consumidor, mencionó lo siguiente: 

Un consumidor no esperaría que el piso del establecimiento comercial se 
encuentre mojado sin que exista un aviso que advierta sobre dicha 
condición a efectos de evitar cruzar por el área afectada. Aun cuando los 
hechos hubieran sucedido de manera simultánea, ello no enerva la 
obligación del proveedor de adoptar las medidas necesarias tendientes a 
evitar que durante el tiempo que el piso se encontrase mojado, se 
produzca algún accidente que dañe la integridad o salud de los 
consumidores, lo cual resultaba previsible al no existir un aviso sobre 
dicha condición.  

 

2. ¿Cuáles son los efectos de la debida notificación en el 
procedimiento administrativo sancionador? 
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En la segunda problemática planteada, se analizarán los efectos de la 

notificación para el procedimiento administrativo sancionador, ya que, como se 

puede apreciar del procedimiento administrativo materia de estudio en el 

presente informe, la empresa denunciada no fue debidamente notificada de 

algunas de las resoluciones emitidas por la Entidad, conllevando a que se le 

tenga que volver a notificar debidamente, y reajustando los plazos para contestar 

la denuncia.  

 

En ese sentido: 

 

El artículo 16 del TUO de la Ley 27444 – Ley de Procedimiento 

Administrativo Sancionador, menciona que, el acto administrativo es 

eficaz a partir de su notificación legal. 

 

De esta manera, para que la decisión intelectual de la administración pública 

surta efectos en el administrado o, conjunto de administrados a quien va dirigido, 

debe ser debidamente notificado. Ya que, con dicha notificación, recién el 

administrado podrá conocer de la decisión tomada por la autoridad y, desde ese 

momento, surtirán los efectos previstos en el acto administrativo.  

 

Así también, se debe entender que, con la notificación, la autoridad 

administrativa va a tener la plena certeza que, su decisión intelectual, contenida 

bajo la forma del acto administrativo, a podido ser conocido por el administrado 

a quien va dirigido, asegurando así, un debido procedimiento administrativo.  

 

En comentarios de Morón (2021), comenta lo siguiente: 

 

La denominada ejecutividad del acto administrativo alude al común 
atributo de todo acto administrativo de ser eficaz, vinculante o exigible, por 
contener una decisión, declaración o una certificación de la autoridad 
pública. En este sentido, la ejecutividad equivale a la aptitud que poseen 
los actos administrativos – como cualquier autoridad – para producir frente 
a terceros las consecuencias de toda clase que conforme a su naturaleza 
deben producir, dando nacimiento, modificando, extinguiendo, 
interpretando, o consolidando la situación jurídica o derechos de los 
administrados. De ordinario la ejecutividad de un acto administrativo debe 
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analizarse desde la dimensión de los sujetos vinculados y del espacio 
geográfico en el que encontrara la eficacia. (P. 284.). 

 

Por último, la Sala de Protección al consumidor, a través de la resolución final N° 

1389-2019/SPC-INDECOPI, comenta lo siguiente:  

Esta Sala, considera que la falta de comunicación oportuna y adecuada 
de la audiencia de informe oral del 14 de junio de 2013 vulneró las 
garantías mínimas que inspiran el procedimiento administrativo y el 
respeto por los derechos elementales de las partes (en especial, ser 
objeto de un procedimiento regular y que su derecho a la defensa sea 
cautelado plenamente), viciando el procedimiento correspondiente. 

 

 
III. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LOS PROBLEMAS 

JURIDICOS IDENTIFICADOS 

 

1. ¿Por qué los hechos materia de denuncia, se imputaron por 

infracción al deber de idoneidad y al deber de seguridad y 

salud? 

 

Respecto a la primera problemática planteada, y tal como se ahondó en el 

capítulo correspondiente, considero que, la imputación de cargos de la secretaria 

técnica, es decir, imputar los cargos por presunta infracción al deber de 

idoneidad y seguridad es la correcta, y no cae en la prohibición del non bis in 

ídem. 

 

En ese sentido, es oportuno dejar en claro que una infracción al deber de 

idoneidad implica que las expectativas de un consumidor razonable no hayan 

sido cubiertas por lo entregado por el proveedor. Así, aplicado al caso materia 

de estudio, la consumidora contrató, del proveedor, un servicio de tratamiento de 

cabello que no resultó ser lo que se le ofreció, siendo que inclusive, le terminó 

dañando el cabello.  

 

Por otro lado, respecto al deber de seguridad y salud, esta se constituye como 

la obligación del proveedor de advertir a sus consumidores sobre posibles 

riesgos a su seguridad o salud que conllevaría el uso de algún producto o servicio 

adquirido por estos. Así, el proveedor también tiene el deber de brindarle a sus 
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consumidores los mecanismos necesarios para poder salvaguardar su vida y 

mitigar las lesiones que pueda sufrir.  

 

Como se puede apreciar, el deber de idoneidad y seguridad, son dos 

obligaciones distintas que tiene los proveedores; por un lado, se aprecia la 

obligación de los proveedores a brindarle a sus consumidores productos o 

servicios que sean coherentes con lo ofrecido de manera previa. Y, el deber de 

seguridad y salud, es la obligación del proveedor de advertir y proteger a sus 

consumidores de posibles riesgos a su salud que conlleve el uso de un producto 

o servicio.  

 

En consecuencia, no considero que este sea una infracción al non bis in ídem, 

sino que, se le sanciona a la denunciada por dos obligaciones distintas, que en 

apariencia pueden ser similares, pero que configuran dos infracciones distintas 

al consumidor, ya que, no necesariamente cuando hablamos de una infracción 

al deber de idoneidad estaríamos frente a una lesión a la seguridad y salud de 

los consumidores. Sino que, estas dos infracciones se deben de analizar por vías 

separadas.  

 

2. ¿Cuáles son los efectos de la debida notificación en el 

procedimiento administrativo sancionador? 

 

Respecto a la segunda problemática planteada, y tal como se abordó en el 

acápite correspondiente, la eficacia del acto administrativo está supeditada a la 

debida notificación del acto administrativo al administrado en quien va a producir 

su efecto jurídico. 

 

La eficacia del acto administrativo, se define como el acto por el cual la 

administración pública comunica al administrado, a través de la debida 

notificación, de la decisión tomada. La misma que, una vez notificada, corre los 

efectos jurídicos en el administrado.  

 

Ahondado a ello, se debe recordar que la notificación de un acto administrativo 

constituye una conditio si ne quanon en la optimización del Derecho al Debido 
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Proceso y el Derecho de Defensa, y la no satisfacción, del contenido, de estos 

devienen en la nulidad de todo lo actuado posteriormente. Así frente a la omisión 

o defecto, el acto queda nulo salvo se pueda subsanar para su posterior 

conservación. 

 

Es por ello que, analizando el caso en concreto, la resolución emitida por la 

secretaria técnica de la comisión de protección al consumidor del Indecopi, al no 

haber cumplido con la debida notificación a la empresa denunciada, esta no 

corrió los efectos propios del acto emitido, por lo que se cumplió con subsanar 

aquel error, conservando el acto administrativo. Y, una vez cumplido con la 

notificación, correr el plazo legal para contestar de la denuncia formulado en su 

contra. 

 

 

IV. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES 

EMITIDAS 

 

1. Sobre la resolución final de primera instancia 

 

Respecto a la resolución final de primera instancia, me encuentro de acuerdo 

con lo resuelto por la comisión de protección y defensa del consumidor. Ello, 

porque tal como lo desarrollé en la primera problemática planteada, considero 

que, por parte del spa denunciado, una infracción al deber de idoneidad y de 

seguridad y salud de la consumidora denunciada. 

 

La infracción al deber de seguridad y salud, se configuro cuando el spa realizó 

el tratamiento solicitado al cabello de la denunciante, pero con productos que 

fueron perjudiciales para su salud, lo cual, generó severos daños a su cabello, 

que devinieron en un tratamiento médico.  

 

La infracción al deber de idoneidad, tal como lo menciona la comisión en la 

resolución comentada, se configuró en 2 momentos. El primero, cuando no 

cumplieron con las expectativas de la consumidora, al haberle aplicado cremas 

que causaron daños a su cabellera, sin darle el resultado esperado. Y, en 
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segundo lugar, cuando luego de haberle hecho el tratamiento solicitado, no le 

entregaron su constancia de pago, muy a pesar de haberle indicado que lo iban 

a enviar a su correo electrónico. Dicha infracción, constituye una vulneración al 

artículo 20 del código de protección al consumidor, en la modalidad de garantía 

legal, al no haber cumplido con proporcionarle a la consumidora su constancia 

de pago. De ahí que, la Comisión cumpliera con informar de ello a la SUNAT, 

para las investigaciones respectivas.  

 

2. Sobre la resolución final de segunda instancia 

 

Respecto a lo resuelto por la segunda instancia, me encuentro a favor de lo 

resuelto por la sala de protección y defensa del consumidor del Tribunal del 

Indecopi. Ello, porque estoy de acuerdo con la motivación que usó la sala al 

momento de confirmar lo resuelto por la primera instancia. 

 

 

V. CONCLUSIONES 

 
1. El deber de idoneidad se define como la correspondencia entre lo que 

el consumidor espera, frente a lo que recibe. Y, lo que espera el 

consumidor, se va analizar desde la perspectiva de lo que esperaría un 

consumidor razonable, después de haber leído la información y las 

garantías ofrecidas por el proveedor en la relación de consumo.  

 

 

2. Sobre las garantías, el artículo 20 del código de protección y defensa 

del consumidor, señala que, pueden ser de tres tipos; las garantías 

legales, explicitas e implícitas. Respecto a las garantías explicitas, son 

aquellas que el proveedor de manera textual ofrece al consumidor como 

parte de su oferta.  

 

3. Respecto al deber de seguridad y salud, esta se define como la 

obligación que tienen los proveedores de no poner en riesgo la 

seguridad y salud de los consumidores, exponiéndolos a productos o 
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servicios que, en un uso determinado, pueden representar un peligro 

para ellos.  

 

4. De la misma forma, los proveedores tienen la obligación de advertir de 

manera oportuna y clara a los consumidores sobre cualquier riesgo que 

constituya el uso de algún producto o servicio adquirido de ellos. Y, 

asimismo, los proveedores tienen la obligación de brindar a sus 

consumidores mecanismos de auxilio para los casos en los que su vida 

o salud estén en peligro.  

 

5. Respecto a la primera problemática planteada, concluyo que los hechos 

denunciados corresponden imputarlos tanto por infracción al deber de 

idoneidad como por infracción al deber de seguridad y salud. Ello, sin 

representar una afectación al non bis in ídem, ya que tal como se 

desarrolló en el acápite correspondiente, cada una de estas infracciones 

representan 2 obligaciones que, si bien pueden estar ligadas, son 

distintas.  

 

6. El acto administrativo, se puede definir como, aquella manifestación 

intelectual de la entidad pública que está destinada a producir efectos 

jurídicos en un administrado determinado o en un conjunto de 

administrados indeterminados.  

 

7. La eficacia del acto administrativo, lo puedo definir como, aquel acto en 

el cual, la entidad pública da a conocer a través de la debida notificación 

al administrado, sobre su decisión tomada. Esta comunicación, que se 

da a través de la debida notificación, permite a la entidad pública, tener 

certeza sobre la fecha por el cual el acto administrativo corre sus efectos 

jurídicos.  

 

8. Respecto a la segunda problemática planteada, y tal como se desarrolló 

en el acápite correspondiente, considero que la comisión de protección 

al consumidor optó por la conservación del acto administrativo, al volver 

a notificar a la empresa denunciada, corriendo el plazo de contestación 
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de la denuncia, a la nueva fecha de notificación de la resolución que 

abría el procedimiento administrativo y la imputación de cargos.  

 

9. Respecto a lo resuelto por la primera instancia, me encuentro de 

acuerdo. Tal como lo señalo y argumento en el acápite correspondiente. 

 

10. Respecto a lo resuelto por la segunda instancia, me encuentro de 

acuerdo. Tal como lo señalo y argumento en el acápite correspondiente. 
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VII. ANEXOS 

 

 Denuncia interpuesta por A.Y.T.T y sus respectivos anexos 

 Resolución N° 01 de 20 febrero de 2019 emitida por la Secretaría 

Técnica de la Comisión de Protección al Consumidor que requiere 

información para la admisión de la denuncia y sus respectivos 

anexos. 

 Resolución N° 02 de 11 de marzo de 2019 emitida por la Secretaría 

Técnica de la Comisión de Protección al Consumidor que admite a 

trámite de la denuncia en contra del Spá, programa audiencia de 

conciliación, y sus respectivos anexos y declara inadmisible la 

denuncia en el extremo de que la denunciante no precisó el nombre 

del producto denominado “pack” y sus respectivos anexos 

 Acta de asistencia de conciliación 

 Escrito presentado por la denunciante A.Y.T.T en donde precisa el 

nombre del producto denominado “pack” 

 Resolución N° 03 de fecha 30 de mayo emitida por la Secretaría 

Técnica de la Comisión de Protección al Consumidor que agrega 

el escrito presentado y sus respectivos anexos 

 Resolución N° 04 de fecha 05 de agosto de 2019 emitida por la 

Secretaría Técnica que subsana errores en las notificaciones 

previas a la denunciada y le corre traslado de todo lo actuado y sus 

respectivos anexos 
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 Resolución Final N° 1537-2019/CC2 de fecha 6 de setiembre de 

2019 emitida por la Comisión de Protección al Consumidor N° 02 y 

sus respectivos anexos 

 Recurso de apelación interpuesto por la denunciada y sus 

respectivos anexos 

 Resolución 0760-2020/SPC-INDECOPI de 11 de junio de 2020 

emitida por la Sala Especializada de Protección al Consumidor  
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